LESIONES PERSONALES DOLOSAS
RADICACIÓN: 664006000047200700143

PROCESADA: LUZ DIONY BURITICÁ TORRES


REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta (30) de junio de dos mil nueve (2009)
APROBADO MEDIANTE ACTA No. 461  
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	2:30 p.m.

	Imputada: 
	Luz Diony Buriticá Torres

	Cédula de ciudadanía No:
	52’420.575 de Bogotá D C

	Delito:
	Lesiones Personales dolosas

	Víctima:
	Yolanda Londoño Henao

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo Municipal de La Celia (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la apoderada de la víctima en contra de la sentencia de condena de fecha 24-02-09


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día ocho (8) de marzo de 2007, la hoy acusada LUZ DIONY BURITICÁ TORRES abordó a la entrada de la alcaldía del municipio de La Virginia (Rda.), a una de las personas que allí laboran, concretamente a la señora LONDOÑO HENAO, a quien le dijo palabras soeces y a continuación la lesionó en el rostro y brazos. Luego de la valoración médico legal, se le dictaminó una incapacidad definitiva de quince (15) días y como secuela deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente, dado lo ostensible de la cicatriz en la mejilla izquierda.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía le imputó a BURITICÁ TORRES la comisión de un punible de Lesiones Personales dolosas, de conformidad con lo establecido en los artículos 111 y 113 del Código penal, en concurso heterogéneo con Injuria de que trata el artículo 220 ibidem, en condición de autora. La indiciada NO ACEPTÓ la imputación.
1.3.- Ante ese no allanamiento unilateral, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (30-07-07), por medio del cual atribuyó iguales cargos. A continuación y ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Celia (Rda.), se llevó a cabo la correspondiente audiencia de Formulación de Acusación (30-08-07, 30-10-07 y 23-07-08) y posteriormente la Preparatoria (05-09-08), audiencia ésta última dentro de la cual la inculpada decidió aceptar los cargos.
1.4.- Por lo anterior, el asuntó pasó para audiencia de individualización de pena y sentencia, a cuyo término: (i) se declaró penalmente responsable a la acusada, pero sólo por la conducta punible de Lesiones Personales dolosas, no así en lo referido con el delito de injuria por cuanto se consideró que esta conducta no era concurrente; (ii) se le impuso pena de 21 meses y 10 días de prisión, más una multa equivalente a 23 salarios mínimos legales mensuales vigentes pagaderos “dentro del año siguiente a la ejecutoria de este fallo”; al igual que la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la pena principal; y (iii) se le otorgó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de dos años.
No hubo lugar a la tasación de perjuicios por cuanto la víctima guardó silencio durante el término para dar iniciación al incidente e reparación integral.

1.5.- La apoderada de la víctima no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, razón por la cual se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Apoderada de la víctima -recurrente-

Su inconformidad la hace consistir en el hecho de que por parte del juez de primera instancia se le haya concedido el beneficio liberatorio a la persona que agredió a su cliente.

Lo dicho por cuanto, si bien la sanción privativa de la libertad no supera los tres años de prisión al tenor del artículo 63 del Código Penal, no se cumple el requisito subjetivo que la disposición consagra. Para soportar su posición, explica:
No comparte la aseveración del funcionario al decir que se conoce de otra investigación en curso pero que se trata del mismo problema no superado, dado que para el momento en que éste fallo se profirió, ya existía otra sentencia condenatoria vigente por similares hechos, lo cual traduce que a voces del artículo 32 de la Ley 1142 de 2007, no se le pueda favorecer a la implicada con la concesión de un beneficio, por cuanto el hecho de contar con un antecedente por delito dolosos representa una prohibición legal expresa para obrar en tal sentido.

Esta persona golpeó a la señora YOLANDA LONDOÑO en dos oportunidad y en ambas le causó incapacidad física, la última de mayor consideración por cuanto le dejó secuelas definitivas en su rostro.

No se observa por parte alguna arrepentimiento en la sentenciada, pues ni siquiera ha pagado perjuicios. 

Aclara que si bien no allegó constancia procesal de esa sentencia anterior, le alcanzó a manifestar en forma verbal al señor juez acerca de su existencia en el instante en que se iba a dar lectura a este fallo.
2.2.- Víctima 
Se siente muy afectada a consecuencia de lo ocurrido. La mujer que denunció la perseguía, la amenazaba y por lo mismo se vio en la obligación de permanecer siempre acompañada.
Fue objeto de dos ataques por parte de esa mujer, uno en el lugar de trabajo y otro a la entrada de la Alcaldía del municipio de La Virginia. No obstante le concedieron la libertad y está por ahí “haciendo de las suyas”.

2.3.- Defensa -no recurrente-

No está de acuerdo con lo manifestado por la parte recurrente, en cuanto estamos en una justicia rogada y la Fiscalía debió haber hecho esta solicitud en el momento oportuno.
La apoderada de la víctima menciona que en el transcurso del proceso se dijo que “había una investigación en curso”, pero nunca se allegó constancia adicional en tal sentido, menos con respecto a la existencia de una sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada.

Hay que afirmar por tanto, que si no existe sentencia, o la misma no fue aportada en su debido momento, mal haría un juez en tenerla presente. Los funcionarios judiciales no pueden fallar con base en lo que no conocen o les consta.
A las partes se les dio además un espacio procesal para que pudieran hablar acerca de las condiciones personales, familiares y sociales de la acusada, al igual que antecedentes de todo orden, y nada se dijo a este respecto.

Ningún dato indicaba por tanto que su defendida requiriera tratamiento penitenciario. Las normas rectoras son claras al exigir del juez una motivación acerca de la proporcionalidad y razonabilidad en las medidas privativas de la libertad, y conforma a esos principios procedió.

Lo único que aquí se aprecia es un constante temor, a su modo de ver infundado, de que la señora BURITICÁ TORRES vuelva a incursionar por la misma conducta, pero no se ha dicho en ningún momento que esto ha vuelto a pasar o que la misma haya al menos intentado volverla a agredir; en consecuencia, ese mero nerviosismo por parte de la víctima no puede ser fundamento para negar el subrogado al que tiene derecho.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Corporación en atención a la naturaleza de los hechos, a la categoría del funcionario que profirió la providencia objeto de recurso, y a la legitimación para impugnar por parte de quien lo hizo -en nuestro caso la apoderada de la víctima-, de conformidad con lo estatuido en el artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.
3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer, básicamente, si la existencia de una sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada con anterioridad al fallo que es objeto de recurso y por hechos similares a los que aquí fueron materia de investigación, da lugar indefectiblemente a la revocación del subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena que le fue concedido a la sentenciada por parte de la primera instancia.

3.3.- Solución a la controversia

Nos dice la parte recurrente, que muy a pesar de ser la pena impuesta inferior a los tres años de prisión, la sentenciada no merece el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por el factor subjetivo, habida consideración a que para el momento en que la sentencia que ahora recurre se profirió (24-02-09), ya la misma procesada LUZ DIONY BURITICÁ TORRES contaba con otro fallo condenatorio (de fecha 12-12-08) por similares hechos cometidos en perjuicio también de la señora YOLANDA LONDOÑO HENAO, según hechos ocurridos el día 05-03-08.

Significa con lo anterior, que la hoy comprometida volvió a infringir la ley pasados tres días de ese inicial acontecimiento, es decir, el 08-03-07, y esta nueva situación le acarreó la apertura del presente expediente.
Anota además, que en la primera ocasión fue un golpe en la cabeza que dio lugar a diez días de incapacidad médico legal sin secuelas; en tanto el segundo episodio fue más grave porque arrojó una incapacidad definitiva de 15 días y con secuela permanente en el rostro. No se le ha visto arrepentimiento alguno, ni tampoco ha pagado perjuicios.

Prima facie debe analizar el Tribunal, por supuesto, si esa situación que se pone de presente por la apoderada de la víctima realmente constituye antecedente penal, y en caso de serlo, si está debidamente acreditado en autos. De ser afirmativa las dos respuestas, se deberá establecer si ese factor resulta suficiente y determinante para revocar el beneficio concedido en la primera instancia a voces de la prohibición contenida en el artículo 32 de la Ley 1142 de 2007.
Para definir lo primero -si lo dicho constituye realmente un antecedente-, hay lugar a absolver previamente los siguientes interrogantes: ¿cuál es el real concepto de antecedente penal?, ¿hacia qué situaciones irradia su vigencia? y ¿cómo se acredita su existencia? 

Acerca de qué se debe entender por antecedente judicial, nos remitimos a lo sostenido en casación penal del dieciocho (18) de febrero de 2004, M.P. Mauro Solarte Portilla, radicación 20.597, cuando se concluye que lo es: “… la condena judicial definitiva (C.N. art. 248 y 77 del estatuto procesal penal), al momento de la comisión del delito que se juzga, pues las circunstancias de mayor o menor punibilidad se encuentran referidas a la conducta investigada, o momento de ejecución, no al del proferimiento del fallo…”. 
En consonancia con lo anterior, la misma Corte había sostenido que: “… por demás está advertir que la primera sentencia debe hallarse ejecutoriada con anterioridad a la comisión de un segundo ilícito, para que se configure como reincidencia…”

Si lo anterior es así como en efecto lo es, significa que para el instante en que la implicada LUZ DIONY BURITICÁ ejecutó la segunda conducta antijurídica en perjuicio de doña YOLANDA LONDOÑO, aún no se tenía en su contra una sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada, pues ya se sabe que el fallo con respecto al primer episodio apenas vino a surgir a la vida jurídica poco antes del proferimiento de la sentencia por el segundo acaecimiento.

Se desprende de lo anterior, que para el derecho es de suma importancia que el infractor haya recibido en su contra una sentencia condenatoria ejecutoriada, para que de ahí en adelante las nuevas conductas por él realizadas se le adjudiquen a título de reincidencia y la anterior se convierta jurídicamente en un antecedente con los consabidos efectos penales.

Ese requisito de temporalidad no se cumple en el caso que ahora se juzga y por lo mismo no hay lugar a plantear la existencia de un antecedente, ni tampoco del fenómeno de la reincidencia.
Si quisiéramos hacer caso omiso a esa directiva a efectos de sostener que por la simple razón de existir una sentencia de condena por un hecho delictivo anterior, independientemente de si el fallo causó ejecutoria antes o después de la comisión de la segunda ilicitud, nos veríamos abocados a otro obstáculo insalvable, nada menos que el no haberse aportado esa información de manera oportuna al juez de la causa. Es así, porque recuérdese que el sentenciador no tuvo conocimiento oficial de esa sentencia anterior en contra de LUZ BURITICÁ, él sólo sabía que estaba en trámite otra investigación por similares hechos ante un juzgado diferente. La misma apoderada que ahora recurre, ante una pregunta de este Tribunal, aclaró que efectivamente no presentó esa sentencia porque para el momento de la preparatoria aún no existía fallo, y sólo le dijo al juez de manera verbal acerca de su existencia el día en que se iba a realizar la audiencia de lectura de la decisión que ponía fin a este proceso.
Al no haber sido presentado el documento respectivo ante el a quo, no había lugar a su introducción en el trámite de esta segunda instancia, por no ser momento oportuno para hacerlo.

Es sabido, al tenor de lo dispuesto por la jurisprudencia inicialmente citada, que no existe formalidad en cuanto al modo de probar un antecedente, por cuanto: “…la ley no tarifa el medio de prueba. Esto significa que puede hacerse a través de la aportación de los fallos judiciales respectivos, o de cualquier otro medio que permita establecer inequívocamente su existencia, como la confesión, la inspección judicial, la prueba documental distinta de las sentencias (certificaciones), y la testimonial inclusive, aunque lo ideal es que el funcionario judicial acuda a la primera alternativa, en cuanto le permite conocer en detalle lo acontecido, y tener una mejor visión de la personalidad del acusado.” Aun así, tampoco podríamos llegar al extremo de decir que esa información simplemente verbal de la apoderada al juez podría suplir la prueba de la existencia del fallo precedente, no sólo porque tal situación no se hizo constar en su momento oportuno, sino porque, como también es sabido, la convicción privada del funcionario no es válida para soportar determinaciones judiciales.
Podríamos asegurar igualmente, y no obstante todo lo hasta ahora indicado, que aunque no se tenía un antecedente judicial propiamente dicho, si se sabía de una anotación penal en contra de la acusada BURITICÁ TORRES a título de sindicación, para por esa vía adjudicar un efecto desfavorable en tratándose de la personalidad proclive por parte de la justiciable, de conformidad con lo sostenido por la Sala Penal de la Corte Suprema en sentencia de casación del veintidós (22) de septiembre de 1999, M.P. Dr. Carlos Augusto Gálvez Argote, ratificada en sentencia del veinticuatro (24) de enero de 2001, radicación 13.498 M.P. Dr. Jorge Aníbal Gómez Gallego. Pero ocurre, que tiene razón el señor juez de primer nivel cuando al momento de analizar la concesión o no del beneficio, hizo énfasis en que: “la acusada no registra antecedentes penales, pues, como bien lo afirma la Fiscalía, existe otra investigación en curso en donde están involucradas las mismas partes y ello es indicativo que se trata de un problema que no ha sido superado, pero que no hace de la acusada una persona peligrosa socialmente”
En efecto, también para el Tribunal es claro que ambos acontecimientos forman parte de la misma problemática surgida entre estas dos personas y que por no mediar una oportuna intervención oficial hubo lugar a su reiteración. Pero ahora, cuando se sabe de la existencia de dos procesos en su contra, no se ha conocido algún intento de reanudar la confracción; es decir, que el simple temor que posee la señora YOLANDA LONDOÑO de que esto vuelva a repetirse, no es suficiente para considerar remisa a LUZ BURITICÁ, se hace necesario demostrar que muy a pesar de la judicialización efectiva de los casos ésta ha querido desconocer los compromisos y requerimientos oficiales.
Finalmente, también podríamos intentar aducir como argumento en contra de la sentenciada para revocarle el beneficio concedido, el hecho de no haber pagado la multa impuesta, como requisito sine qua non para acceder al beneficio liberatorio, tal y como lo ordena el artículo 4º de la Ley 890 de 2004, en armonía con las Sentencias de Constitucionalidad C-194/05 y C-823/05, bajo el entendido que si bien se le concedió un plazo de un año contado a partir de la ejecutoria de este fallo para el efecto, esa obligación debía cumplirse de inmediato en cuanto a que el pago de la sanción pecuniaria es un requisito previo para poder acceder al beneficio; en otras palabras, si no paga no hay concesión del subrogado.

Sin embargo, esa posibilidad le está vedada en este momento al Tribunal por dos motivos: el primero, porque no hubo un debate en tal sentido y por lo mismo inexiste un pronunciamiento al respecto por parte del señor juez, a consecuencia de lo cual se estaría pretermitiendo el principio de la doble instancia; y el segundo, porque la parte impugnante no hizo referencia a ese argumento dentro de su recurso, razón por la cual la Corporación no puede suplir esa falencia, con mayor razón en un sistema adversarial como el que ahora nos rige, tal y como lo dejó consignado la Corte Suprema en decisión del catorce (14) de marzo de 2006, radicado 24.052, así:

“Si uno de los pilares en los que descansa la prohibición de reforma peyorativa es el principio que se expresa en la fórmula tantum devolutum queantum appelatum
, que impone como obligatoria la sustentación del recurso de apelación al punto que no hacerlo implica forzosamente que la impugnación se declare desierta, es claro que el superior no puede pronunciarse sino sobre lo que es materia de discusión.

Y como el recurso no se limita a solicitar una determinada decisión sino que debe indicar las razones por las que la petición ha de ser atendida, a esos dos aspectos se debe reducir el pronunciamiento del  ad quem porque de lo contrario excedería la competencia que deriva de la inconformidad del recurrente, circunscrita al contenido del reclamo.

Estos parámetros, aceptados sin discusión en la teoría del proceso y con mayor arraigo en un sistema que pretende ser de partes, fueron desconocidos en esta actuación por el Tribunal Superior de Bogotá que, (…) excedió su competencia para atender la segunda petición pero no por la razón aducida por el impugnante, sino por otra que hasta entonces no había sido expuesta por ninguno de los intervinientes ni por el a quo, sorprendiendo inclusive al propio recurrente (…)”.

Finalmente, se queja la parte ofendida de que la señora BURITICÁ TORRES no ha dado muestras de arrepentimiento pues ni siquiera ha cancelado los perjuicios; no obstante, lo que se extrae de la actuación es que no hubo condena en perjuicios porque la víctima guardó silencio durante el término que tenía para iniciar el incidente de reparación integral. Así las cosas, no se puede hablar de ningún incumplimiento por parte de la sentenciada, que sería otro factor a tener en cuenta para efectos de negar el beneficio liberatorio en caso de comprobarse el no pago en forma injustificada.
En esos términos, no queda otra alternativa que dar confirmación al fallo confutado en los términos en que fue concebido por la primera instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de recurso. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� C.S.J. Casación Penal de Octubre 27 de 1969, M.P. Roncallo Acosta, Julio.


� Tanto se apela, tanto se devuelve. Lo que no ha sido impugnado, no puede ser fallado de nuevo.
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